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	Pregunta legal
	¿Es posible que la Dirección General de Aguas de un permiso de aprovechamiento de aguas, siendo la zona afectada un área protegida?

	
	


	Descripción de los hechos
	“La Corporación Nacional Forestal solicita un pronunciamiento que determine la improcedencia del otorgamiento, por parte de la Dirección General de Aguas, de derechos de aprovechamiento de aguas superficiales en zonas pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.
Al respecto, es dable señalar en primer término, que, tal como lo manifestó este Ente de Control en su dictamen N° 56.465, de 2008, el ordenamiento jurídico contempla diversas categorías de protección de riquezas naturales ubicadas en el territorio nacional. Así, vgr., se distinguen las reservas forestales, los parques nacionales, los parques nacionales de turismo, las reservas nacionales, los monumentos naturales, y las reservas de regiones vírgenes, todas ellas, categorías que difieren entre sí, en cuanto a su naturaleza y regulación.”



	
	

	Resumen de la decisión


	Esta Contraloría decidió, teniendo presente lo anterior, en dictamen precitado “…que para la constitución, por la Dirección General de Aguas, de un derecho de aprovechamiento de aguas superficiales al interior de un área silvestre protegida, no resulta exigible contar en forma previa con una resolución de calificación ambiental favorable, esta Contraloría General no advierte reproche de legalidad que formular en relación con la precitada disposición del Manual de Normas y Procedimientos para la Administración de Recursos Hídricos.”

Esta decisión se basa en que no hay texto legal concreto que se refiera al tema directa y claramente, por lo que no se puede presumir una ilegalidad por parte del órgano del Estado. En cuento a los textos legales citados para demostrar ilegalidad, ninguno de ellos determina, manifiestamente, que esta figura legal sea contra el ordenamiento jurídico.  




